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Introducción  

El modelo de desarrollo económico adoptado por Colombia en los últimos años, ha 

exigido con el tiempo que el país se proyecte y planee ser más competitivo por lo cual uno 

de los factores a mejorar es la infraestructura vial. Ante las dificultades del presupuesto 

público, el gobierno ha optado poner en marcha el modelo de concesiones donde se involucra 

al sector privado para que invierta en la financiación de este tipo de proyectos, aporte desde 

su experticia técnica y operativa, garantice el nivel de inversión y a su vez se construyan 

infraestructuras de calidad, rehabilitación y mantenimiento de las vías. 

La productividad de la infraestructura es fundamental para determinar la forma en 

que los países lidiaran las tendencias mundiales con el ritmo creciente de urbanización, la 

apertura de las economías, la globalización del mercado y las innovaciones técnicas en 

materia de manufactura y logística (Israel. 1990 Banco Mundial, como se citó en Borda 

2005). 

Las obras de infraestructura, entre las que se encuentran, las vías de conexión entre  

los territorios, sustentan toda la actividad económica y social de una nación y sus habitantes. 

Estas infraestructuras en diferentes zonas del país enfrentan en la actualidad serios problemas 

de deterioro, así como la falta de capacidades que respaldan el rápido crecimiento y desarrollo 

económico que pueden llegar a experimentar los contextos. (Peralta et al., 2019). 

Cuando se analizan problemas de infraestructura en países como Colombia, es 

importante reconocer el impacto adicional que ello puede generar en factores como el rápido 

crecimiento poblacional y sus consecuencias; el deterioro de las infraestructuras existentes, 

las decisiones en materias de inversión y el impacto que tendrá determinada obra en la 

población del área de influencia. La ejecución de cualquier tipo de obras que modifiquen la 

dinámica presente en un territorio debe plantearse y considerarse desde una gestión pública 

acorde y participativa; los diferentes inversionistas y ejecutores no solo deben concentrarse 

“en el potencial de desarrollo y competitividad del país”, sino en los impactos directos e 

indirectos tanto a nivel económico, social y de mayor complejidad que se dan en el interior 

de las regiones y en sus habitantes.  

    En este sentido, el país requiere de la puesta en marcha de mecanismos más eficaces 

que propendan por una gestión basada en la toma de decisiones coherentes en cuanto a la 

adecuación y priorización de los impactos que tendrá el construir en una región, sobre todo 
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en la mitigación de impactos negativos hacia cualquier ámbito. Además, se requiere de una 

coordinación de acciones integrales entre todos los gestores implicados (inversionistas, 

institucionalidad, comunidad, actores, entre otros), que a la vez lograría incidir en la 

formulación y ejecución de proyectos de infraestructura y el desarrollo de un contexto en 

todas las escalas (Peralta et al., 2019). 

Para el departamento de Nariño, un proyecto de infraestructura vial como el de 

Rumichaca – Pasto, contribuirá al desarrollo económico, puesto que, no solo se verá un 

crecimiento en este ámbito a largo plazo, sino que, desde las primeras gestiones, factores 

como el de la empleabilidad formal e informal, permitirán que el departamento crezca 

circunstancialmente.  

Además, le permitirá a Nariño ser el medio de conectividad binacional (Colombia – 

Ecuador), lo cual influirá positivamente en la gestión, impulso y desarrollo del departamento; 

sin embargo, debe tenerse en cuenta el contexto en el cual se realiza el proyecto, puesto que 

la región se encuentra influenciada por raíces indígenas y campesinas, poblaciones que se 

enfrentarán por primera vez a estas dinámicas de desarrollo masivo como las vías 4G.  

Por lo antes descrito se constituye de suma importancia reconocer e identificar los 

impactos socioeconómicos generados a las familias de la región involucradas en el desarrollo 

del proyecto; toda vez que, al requerir de su predio, su dinámica económica, familiar, social 

y cultural se verá modificada. No obstante, el proyecto de investigación se centrará en los 

impactos socioeconómicos, generados por el proyecto de infraestructura vial Rumichaca –

Pasto en las familias que residen en el municipio de Tangua, que verán por cuatro años la 

implementación de un proyecto de ingeniería que traerá consigo nuevas dinámicas de 

movilidad, relacionamiento, economía al departamento y todo lo que su ejecución conlleva.  

Para el desarrollo del trabajo de investigación, se manejó el paradigma cualitativo, 

debido a que, desde su perspectiva, reconoce a la realidad, como dinámica y relacional, por 

lo cual permite la construcción de conocimiento y praxis a partir de las experiencias del sujeto 

en su interacción con la realidad (Bonilla, 1997), citado por Villamil en 2003. 

De igual forma, en la investigación cualitativa se plantea la vida cotidiana de la 

población de estudio, como un todo social, que puede ser observado y objetivado; por lo cual 

el investigador debe usar su experiencia personal como el elemento más válido de 

2 



 
 

acercamiento a un contexto social; en este sentido el desarrollo de lo habitual en una 

comunidad, se convertiría en su centro de atención (Ramírez, et, al. 2004). 

El diseño metodológico bajo el que se ejecutó, es la etnografía ya que se constituye 

como una descripción e interpretación de un grupo social, cultural o un sistema, donde el 

investigador examina los patrones observables y aprendidos del comportamiento del grupo 

objeto de estudio, las costumbres y las formas de vida, como un proceso que contribuirá al 

resultado de investigación (Ángel, 2011). 

 Los participantes y/o entrevistados con quienes se trabajó, fueron casos específicos 

de comerciantes de especies menores del municipio de Tangua, departamento de Nariño, que 

tuvieron impactos en su economía debido al proyecto de infraestructura vial Rumichaca – 

Pasto. 

Las técnicas de recolección de información que se aplicaron, fueron la observación 

participante y entrevistas personales semiestructuradas, instrumentos acordes con la 

metodología y coherentes con los objetivos.  

 Así las cosas, los capítulos que integraran el presente documento son:  

Capítulo I: aquí se tiene en cuenta estudios previos que fueron referentes empíricos 

para el desarrollo del presente trabajo. 

Capitulo II: en este apartado, se presentan las categorías teóricas que permitieron 

realizar el análisis de lo encontrado en el territorio. 

Capitulo III: se realizó una revisión de la resolución 545 del 2008, que fue aplicada a 

los comerciantes de especies menores, población objeto del presente trabajo. 

Capítulos 

Antecedentes empíricos 

El desarrollo económico de un país según el Departamento Nacional de Planeación 

DNP (2015), es definido como el potencial de una nación para generar empleo, acumulación 

de capital físico y mecanismos que permitan el crecimiento natural de los mercados internos. 

La correspondencia entre la disponibilidad de vías de comunicación terrestre y el 

nivel de desarrollo de la población en los diferentes territorios ha sido objeto de un amplio 

número de estudios. Es claro que contar con acceso a más y mejores vías facilita el 

desplazamiento de las comunidades hacia otros territorios y así mismo facilita la apertura de 
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mercados entre estas; además de ofrecer mano de obra, acceder a servicios médicos básicos 

y/o especializados, así como también a servicios de educación de mejor calidad. 

Dentro de estos estudios en un principio se consideró la “teoría de la localización”, 

planteada por Richardson (1973), donde considera que es prioritario alcanzar puntos de 

ubicación que maximicen los beneficios de los productores, así como obtener materias primas 

y mano de obra en lugares que proporcionen comunicación entre los diferentes sectores 

productivos y mejore la calidad de vida de las personas; generando menores costos, reflejados 

en precios bajos y en un sistema de transporte eficiente y rentable, que permita distribuir 

insumos y bienes manufacturados hacia los mercados de demanda.  

Alba & Gonzales (2006). Considerando la teoría anterior, en su trabajo 

“Infraestructura vial en Colombia: un análisis económico como aporte al desarrollo de las 

regiones” plantean que las migraciones masivas del campo a la ciudad, fueron consideradas 

por los gobiernos, entre otras, una amenaza a la seguridad alimentaria y la estructura social, 

política y económica de Colombia; siendo razón suficiente para considerar objetivo de 

coyuntura, reformar las políticas agrarias, a fin de ofrecer a los campesinos, mejoras en el 

nivel de vida y garantías para su protección física y la de sus familias. Otros gobiernos en 

cambio consideraron las migraciones del campo a la ciudad como fortalezas que adquiría el 

país de forma progresiva, puesto que la especialización de la mano de obra en las ciudades, 

permitiría mejorar los niveles de ingreso y la dinámica productiva interna. 

A su vez, Vargas (2006), en su ensayo “Reseña de la gestión pública en las 

concesiones viales de Colombia y su impacto económico” considera que un contrato de 

concesión vial distribuye los múltiples riesgos entre el concesionario, los inversionistas y el 

Estado. Sin embargo, es difícil asignar los riesgos en las concesiones en términos teóricos, 

ya que cada proyecto tiene características intrínsecas y efectos colaterales, tales como: 

Participación y estructura de los agentes involucrados, características técnicas y 

arquitectónicas de los proyectos, coyuntura económica interna y externa en el que se 

desarrollará, entre otros. 

Por otra parte, Echavarren (2007) presenta el artículo “Aspectos Socioeconómicos de 

la Evaluación de Impacto Ambiental”, en el cual realiza un trabajo descriptivo que busca 

resaltar la importancia de las ciencias sociales y humanas dentro de los estudios de impacto 

ambiental, y propone técnicas que podrían utilizarse para medir dichos impactos. En este 
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sentido, el autor realiza una aproximación conceptual, en aras de comprender los estudios de 

impacto ambiental como una manera de prevenir efectos no deseados por el trabajo humano 

hacia el medio ambiente y hacía sí mismo; y se permite describir los factores más importantes 

a tener en cuenta sobre los aspectos socioeconómicos de los territorios, con el fin de adaptar 

el estudio a cada situación y su contexto. No obstante, resalta los aspectos más importantes, 

los cuales suelen omitirse al momento de realizar los estudios de impacto ambiental, que 

pueden resultar determinantes en el tejido social de la comunidad afectada y la estabilidad 

psicosocial de los individuos que la conforman. De acuerdo a lo anterior, el autor destaca que 

en estos estudios la comunidad debe ser el objeto de análisis principal dentro de la evaluación 

de impacto ambiental, con el fin de forjar relaciones con las instituciones que deban atender 

los cambios en las relaciones entre la comunidad y su habitad o medio ambiente natural. Juan 

Manuel Echavarren, resalta que dichos cambios solo podrán atenderse de la manera más 

efectiva si se tienen en cuenta factores esenciales como el paisaje, característica del medio 

biofísico en la acción de la comunidad y la participación social que permitirá analizar el 

impacto social. El autor concluye la importancia de escoger la técnica adecuada de 

evaluación de los impactos y su dependencia con los resultados y la mitigación de los 

mismos; es por ello que propone que para estos estudios se elijan equipos interdisciplinarios 

que estén preparados para enfrentar los impactos socioeconómicos que se generen y todo lo 

que analizarlos conlleva; partiendo que las verdades universales o absolutas difícilmente 

llevan a integrar conocimientos que atiendan las diferencias.  

En coherencia con lo anterior Benavides, (2010), en su trabajo titulado “Contratación 

pública y debilidad institucional en infraestructura en Colombia”, plantea los siguientes 

aspectos la intervención y funcionalidad, en relación a las obras de infraestructura; desde su 

poder negociador, la capacidad de competitividad generada en el país a nivel institucional y 

financiera, la estructura contractual y los incentivos cuando se plantea la renegociación de 

concesión en este tipo de obras. Su impacto sobre el bienestar y otros factores que inciden 

directamente en el sector.   

En este contexto, se establecen desde varias aristas, ¿cómo debe financiarse la 

infraestructura?; hechos relacionados a la infraestructura vial en el país; ¿Cómo se comparan 

las concesiones con otros sectores reformados en Colombia? (este desde la óptica que plantea 

su aplicabilidad desde un marco legal de origen francés como el que tienen países de América 
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Latina y tomando de referente el Instituto Nacional de Concesiones INCO como una 

dependencia del Ministerio de transporte); una economía política del transporte, entre otros 

aspectos.  

Es así que partiendo de lo planteado por el autor,  se analizan las medidas a tener en 

cuenta para lograr el fortalecimiento institucional y la estructuración de contratos, usando 

una técnica denominada “projet finance”, como una alternativa  de financiamiento para 

generar grandes proyectos de infraestructura u otros, y cuya inversión inicial pueda ser muy 

costosa con un periodo de rentabilización de largo plazo; a  través de  fuera de balance con 

aportes mínimos patrimoniales, con plazos perentorios de construcción y con gestión 

fiduciaria seria. 

Finalmente se establecen una serie de recomendaciones (institucionales y otras en 

relación a ejecución de buenas prácticas), entre las que se destacan: 

 Eliminar el INCO o replantear en todo su contexto su funcionalidad (por los intereses 

que se suscitan al ser una dependencia adscrita al Ministerio). 

 Que los fondos de origen público se lideren desde el Ministerio de Hacienda y por el 

Departamento de Planeación Nacional. 

 Fortalecer las capacidades y el papel que debe ejercer el ciudadano como regulador, 

de manera íntegra, responsable y transparente. 

 Fortalecer la institucionalidad; preselección por capacidad financiera, entre otros 

aspectos.  

 La concentración del diseño detallado debe darse por parte del Ministerio de 

Transporte. 

 Financiación de proyectos usando la estructura “projet finance”. 

 La ejecución de prácticas que coadyuven al incremento de posibles financiadores y a 

la generación de confianza en el país, impulsando las concesiones como un objeto 

estable. 

Ahora bien, entrado al campo actual, en lo referente a las tecnologías de información 

y comunicaciones (TIC), Barón & Gómez (2012), en el artículo “De la infraestructura a la 

apropiación social: panorama sobre las políticas de las tecnologías de información y 

comunicación (TIC) en Colombia”, plantean que las tecnologías de información y 

comunicaciones (TIC), se establecen como herramientas para desenvolverse en un mundo 
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globalizado, buscando entornos innovadores y efectivos. El artículo plantea desde un 

panorama social especialmente, la trayectoria de las políticas públicas en cuanto a las TIC en 

el país, y de manera específica en relación con programas de acceso público y como a través 

de su implementación se constituye en un mecanismo valioso para contribuir a generar 

cambios sociales, reducir brechas y contribuir a la equidad, y lo más importante en la 

búsqueda de un desarrollo humano. 

En el desarrollo del artículo se define además una línea de tiempo de Políticas en 

Colombia que regulan las TIC en materia de información y comunicación entre los años 1994 

y 2011; las estrategias de sostenibilidad, los mecanismos de aplicación, su manejo para los 

diferentes tipos de población, la apropiación social y los indicadores de impacto, entre otros. 

Señala además a Colombia como pionero en América Latina en la elaboración de 

políticas públicas en TIC, caracterizado además por un alto grado de participación de 

organizaciones sociales y por el énfasis que se la ha dado en asuntos más allá de la 

conectividad y la infraestructura.  Analizando entre otros aspectos, la participación 

institucional del orden nacional, de las organizaciones sociales y de la empresa privada, en 

su formulación, discusión y elaboración; lo que ha permitido orientar los planes y programas 

del Estado en materia de Políticas Públicas. En sí, el propósito sería la generación de 

estrategias de infraestructura adecuada y eficaz para el desarrollo de una sociedad informada, 

mediante el uso efectivo y apropiación de las TIC. 

 En estudios posteriores, se encuentra la pertinencia de analizar el ejercicio de la 

población rural, que a pesar de ser pequeñas y medianas economías frecuentemente 

subestimadas, Álvarez, (2015), en su trabajo titulado “La tierra en los acuerdos de La 

Habana” relacionando el censo rural más reciente encontró que “casi el 70% de las unidades 

de producción agropecuaria son pequeñas (menos de 5 ha) y representan menos del 5% del 

área censada, pero que en ellas se produce el 70% de los alimentos del país”. Estas cifran 

debería ser motivo suficiente para otorgarles un papel importante en la planificación de los 

diferentes proyectos que se desarrollen en el país, entre ellos los de infraestructura vial, 

teniendo en cuenta que, si bien se mejora un componente, por más importante que este fuese, 

se puede estar desplazando otros (producción agropecuaria), que con el tiempo puede tener 

un impacto no solo en la economía de los productores, sino en el mercado de toda la región. 
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Complementando lo anterior, Ramírez (2015), en su trabajo  “Inversión en 

Infraestructura Vial y su impacto en el desarrollo económico: un análisis al caso Colombia” 

plantea que en la década 2004-2014 los proyectos con enfoque social tuvieron mayor 

prioridad por las administraciones públicas, debido al impacto directo en las comunidades, 

que demandan una menor inversión; esto permite que el análisis técnico para hallar la 

solución idónea y eficiente a las necesidades que originaron el proyecto, cuente con la 

participación inherente de los interesados. No obstante, los proyectos de infraestructura vial 

se rezagan en prioridad, toda vez que demandan grandes recursos de inversión, requieren alto 

rigor durante el análisis técnico y los impactos producidos en la economía se perciben a 

mediano plazo. 

Lo anterior, lleva a plantearse, por qué no hacer iniciativas conjuntas que contribuyan 

a que ningún proyecto sea rezagado en los planes de desarrollo, sino que tengan en cuenta a 

la población que lo rodea, sus necesidades, las problemáticas que traerá y junto con esta se 

propongan las soluciones o planes de acción para mitigar impactos negativos. 

Así mismo, el trabajo de investigación “Proyectos de Infraestructura Vial e 

Integración Territorial – Las vías 4G en las subregiones escenarios del post – conflicto en 

Antioquia” desarrollado por  Patiño (2016), presenta a los proyectos de infraestructura vial 

como un factor determinante que modifica  la dinámica social de los territorios, sobre todo 

en aquellos que presentan brechas sociales, económicas e institucionales; a través de un 

análisis de prospectiva territorial en la cual se identifica y evalúa las implicaciones que trae 

consigo la ejecución de un proyecto de infraestructura vial, que busca la modernización de 

un territorio. La autora enlaza los resultados de componentes sociodemográficos, 

económicos, institucionales y físico espaciales, siendo este último clave para identificar las 

modificaciones que sufrirá el sistema suburbano desde la espacialidad en su dinámica y 

soporte territorial.  

En este mismo sentido, Patiño, realiza un análisis descriptivo partiendo del estudio 

espacial del departamento de Antioquia, especialmente en Urabá y Bajo Cauca Antioqueño 

y las implicaciones en los municipios inmersos en el postconflicto, a través de datos 

estadísticos que permiten evidenciar los cambios en la economía y la movilidad de estos 

territorios luego de la implementación de un proyecto de infraestructura vial 4G, los cuales 

confirman la hipótesis planteada por la autora, sobre que invertir en la infraestructura vial y 
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de transporte se convierte en un factor de suma importancia y decisivo en el desarrollo de un 

territorio, pues se generan oportunidades de conexión para poblaciones históricamente 

aisladas.  

Además, Rincón, (2016), en su escrito “Conflictos Territoriales y Proyectos de 

Infraestructura Vial”, analiza que una vía por sí misma, no tiene la capacidad de aumentar o 

disminuir la actividad de una población, pero sí puede contribuir de manera directa en que 

eso ocurra, por lo cual, su construcción no debe considerar únicamente el diseño técnico de 

la ruta y su factibilidad económica y ambiental; especialmente, cuando la primera se piensa 

para la escala internacional o nacional dejando por fuera la local y la segunda se piensa en 

un ámbito muy reducido minimizando ámbitos ecológicos mayores que también serán 

afectados. 

De igual manera el autor plantea que planificar y ejecutar efectivamente proyectos de 

infraestructura vial, requiere el desarrollo de un enfoque complejo que incluya diferentes 

dimensiones y diversas escalas de impactos, para poder entender, atender y articular los 

diversos requerimientos. Por ejemplo, no priorizar los intereses de las grandes economías, ni 

sólo los puntos de origen y destino, sino organizar todo un accionar multisectorial e 

interdisciplinario previo en aspectos de educación, salud, vivienda, emprendimiento entre 

otros, que permita a las poblaciones que se ubican a lo largo de los ejes viales nacionales 

aprovechar los beneficios, minimizar los perjuicios y disminuir los tiempos en el 

desplazamiento  

Para complementar con la parte de políticas públicas, se encuentra el documento 

CONPES 3762 (2014), el cual plantea la necesidad de reforzar la toma de decisiones, por 

medio de estrategias eficientes que permitan la ejecución de los proyectos de forma rápida y 

que den cumplimiento a los objetivos del PND, lo anterior, teniendo en cuenta todos los 

niveles de impacto e implicaciones que puede llegar a tener dicha ejecución en un 

determinado contexto. Las principales dificultades que afectan la agilidad y viabilidad del 

desarrollo de los proyectos en los territorios son: la adquisición de predios, debido a que la 

entrega de estos puede implicar un impacto en el nivel socioeconómico para las familias 

afectadas, la consulta previa a comunidades, los permisos y trámites ambientales, las 

relaciones con las comunidades de las diferentes regiones, y las dificultades internas de las 

entidades públicas en la solución de problemas jurídicos. En consecuencia, se requiere 
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establecer lineamientos de políticas públicas que permitan solucionar dichas dificultades en 

proyectos que generan alto impacto en la política económica y social del país. 

Referentes Conceptuales 

Medios de vida. 

Los medios de vida son todas aquellas capacidades (aptitudes y talentos), recursos 

(económicos, físicos, naturales, humanos y sociales) y actividades (incluyendo la generación 

de empleo e ingresos) que una población tiene y utiliza para buscar su bienestar y una mejor 

calidad de vida. Teniendo en cuenta que todas las poblaciones son distintas y que tienen un 

entorno diferente, se hace necesario entender los medios de vida de una población en su 

propio contexto para a partir de allí, decidir conjuntamente con la población los caminos a 

seguir para mejorar esos medios de vida y hacerlos sostenibles1. 

Conforme a lo señalado por Imbach (2012), los medios y estrategias de vida, se 

encuentran relacionados con las actividades o el quehacer de las comunidades que consideran 

para satisfacer necesidades. Este enfoque se encuentra estrechamente ligado con las 

necesidades humanas fundamentales como elemento básico. Así las cosas, los únicos medios 

de vida que se requieran considerar no se constituyen únicamente en los que produzcan o 

generen satisfactores de tipo económico, toda vez que es este enfoque el que busca vencer el 

sesgo economicista actual, que valora la satisfacción de necesidades generalmente a partir de 

un recurso como es el dinero; sino por el contrario, como proveedor de recursos y beneficios 

intangibles a sus habitantes.  

Al respecto Rivas (2013); indica: los medios de vida pueden describirse desde escalas 

múltiples, siendo la más pequeña el nivel personal (la más básica) que hace referencia a los 

roles sociales personales (diferenciándose por género), continuando con una escala familiar 

considerado el primer nivel de agregación de los individuos que toman en cuenta medios 

individuales (género y edad), y algunos compartidos por algunos o todos sus miembros como 

algunas actividades productivas –parcela, huerto, y que a su vez pueden ser similares a nivel 

de las comunidades que habitan zonas iguales.   El aporte de lo que constituye los medios de 

vida a una determinada familia es sumamente amplio en muchos sentidos, y por tanto es 

sumamente complejo de estimar en términos monetarios. 

                                                             
1 CATIE, IDR. 2011. El enfoque de medios de Vida Sostenibles. 27 p. 
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De acuerdo a Lok (1998), los huertos caseros tradicionales (que hacen parte de los 

medios de vida de muchas familias en América Latina), se consideran como uno de los 

sistemas de cultivo más antiguos utilizados en el mundo. La variación entre los tipos de 

huertos caseros es enorme debido a los factores geofísicos, sociales y culturales 

predominantes, tales como la herencia cultural, el acceso a la tierra y el arraigo de las 

comunidades a la tierra (Niñez 1990).  

En términos generales, el huerto casero tradicional se compone de diferentes áreas de 

manejo, caracterizadas por su uso. Estas incluyen diversas combinaciones de especies 

animales y vegetales, y variedades de árboles, arbustos y plantas (Méndez, Lok y Somarriba 

1996).  Por su gran diversidad de formas, contenido y uso, puede definirse como “una 

asociación íntima de árboles o arbustos de uso múltiple, con cultivos y animales en las 

parcelas de hogares individuales. El sistema es manejado con mano de obra familiar (Nair 

1993).  

Altieri y Nicholls (2000), señalan: Dada la heterogeneidad de los ecosistemas 

naturales y de los sistemas agrícolas, así como la naturaleza diferenciada de la pobreza rural 

en América Latina, es claro de que no puede existir un tipo único de intervención para el 

desarrollo; las soluciones deben diseñarse de acuerdo con las necesidades y aspiraciones de 

las comunidades, así como las condiciones biofísicas y socioeconómicas imperantes.  

Rivas (2013), indica que para realizar un cambio en los sistemas de producción 

tradicionales (que forman parte integral de lo que se denomina medios de vida), es necesario 

iniciar procesos participativos en el marco del ordenamiento del territorio en lo referente a 

toma de decisiones para lograr ejecutar planes y proyectos que transformen el ambiente 

biofísico a partir de la incidencia sociocultural, punto clave para que los resultados esperados 

sean favorables y permanezcan en el tiempo. 

Con el fin de replantear estos medios de forma integral, es prioritario entonces incluir 

aspectos que modifiquen la situación actual hacia un desarrollo que incluya los medios de 

vida de manera integral y holística y no necesariamente ligado a unos ingresos meramente 

económicos sino de compartir con la comunidad, de desarrollo personal y familiar y 

especialmente sobre el quehacer diario de unas familias, considerado también como una 

gestión que en algunos casos es hasta intergeneracional. 
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Infraestructura vial.  

El crecimiento de una región se ha medido en la empleabilidad de estrategias que 

permitan el crecimiento económico y competitividad del territorio. No obstante, estas 

estrategias tienen que pensarse en modelos macroeconómicos que permitan a los territorios 

alcanzar y conectarse, a partir del crecimiento interno, con otros más avanzados.  Es 

fundamental, que estas estrategias se piensen a partir del contexto en el que se quieren 

implementar, y de los comportamientos económicos locales, lo cual conlleva a considerar la 

desigualdad de la distribución espacial y la localización de problemas sociales, económicos 

y culturales que permite priorizar la necesidad de los territorios, buscando el desarrollo de 

los mismos (Capello, 2006). 

Ahora bien, el mismo autor señala que el desarrollo de los territorios puede pensarse 

a partir de la explotación de los recursos no usados; sin embargo, el aprovechamiento y 

producción de nuevos productos no son suficientes para que la región crezca y avance hacia 

la competitividad; es por eso que las nuevas estrategias de desarrollo se basan en el estudio 

del espacio como fuente de conectividad, que permite a las regiones ser productores 

competitivos. La herramienta que resulta de estas estrategias institucionales, personales y 

físicas es la implementación de la infraestructura como un grado de integración, avance 

económico y asignación oportuna de recursos (Barajas & Gutierres , 2012). 

De acuerdo a lo anterior, la infraestructura como estrategia de crecimiento y 

desarrollo de las regiones, es esencial, y contribuye a la distribución de bienes y servicios 

que satisfacen las necesidades básicas físicas y sociales, además, su función principal es 

favorecer la competitividad económica de los territorios. Es por eso que la implementación 

de proyectos de infraestructura no es accesible para que sean empleados por un individuo 

particular, estos proyectos se generan por instituciones que cuentan con bienes de capital, 

capaces de financiar estos proyectos y siendo responsables de los impactos que estos mismos 

puedan ocasionar (Barajas & Gutierres , 2012).  

Uno de los agentes que más invierte en infraestructura material y que cuenta con 

capital para estos proyectos económicos de gran magnitud es el Estado; y es quien debe 

enfocar los estudios previos para la creación de políticas que atiendan a la necesidad de 

desarrollo de las regiones pues estas inversiones influyen directamente en la actividad 

económica por su financiamiento y el efecto de competitividad que genera en el territorio, lo 
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cual puede verse en la construcción financiada por el gasto público (Barajas & Gutierres , 

2012).  

Sin embargo, la inversión pública ejecutada en el sector construcción, no siempre 

sugiere crecimiento, desarrollo y competitividad, los resultados próximos que se esperan 

dependen del contexto donde se implementen y la capacidad que tenga la política pública de 

infraestructura dirigida al territorio y a sus necesidades específicas como región.  

Un aspecto inherente a obras de esta magnitud lo señala Pesci (2007), en la ecoforma 

sustentable, el sistema de unidades naturales a proteger, se refiere a una profunda 

interpretación del diálogo de la ciudad con su entorno inmediato, y específicamente con los 

valores de ese entorno; comprendidos en una visión diacrónica del proceso de desarrollo 

urbano y la paulatina alteración de ese sistema natural por la acción antrópica. Esto conduce 

a la interpretación de la implantación de la ciudad, a la caracterización de sus principales 

actividades socioeconómicas y también a ciertos rasgos de su culturalidad.  

Impactos socioeconómicos. 

“Creemos que todos los actores convocados razonan de acuerdo a la lógica 

económica. Desconocemos otras “racionalidades” como la comunicativa o la 

conversacional. Desconocemos los aspectos emocionales. Todavía creemos en la 

noción de PLAN, con un solo actor”. Boisier, S. (2010) 

 

En la dinámica en la cual Colombia está inmersa, se evidencia el desarrollo de 

modelos (en su mayoría tomados de otros países) y no de procesos; en un intento de 

maximizar la producción, los bienes, servicios, la infraestructura, la conectividad (muy 

necesarios también), y en   general de unos “beneficios económicos” y un “mayor desarrollo”.  

Generando dependencias y ataduras a un sinnúmero de externalidades, lo que ocasiona una 

serie de impactos y pérdidas muchas veces intangibles, que no son contemplados desde su 

inicio o en todo su contexto. Se estiman desde una “lógica” de compensar, un “bien o 

servicio” que se ha visto modificado, a través de un recurso económico y de corto plazo, y 

no desde su entorno; es decir la informalidad o formalidad en la que pueden estar inmersos 

ciertos sectores, los diferentes tipos de poblaciones que habitan; y en sí sin considerar los 

medios de vida locales y sus efectos.  

Actualmente en el modelo de “desarrollo”, el “bienestar” está en su gran mayoría 

supeditado a lograr ser competitivos en la actividad económica que se ejecute; sin embargo, 

esto no permite visualizar las relaciones íntimas con los ecosistemas, con las personas y en 
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definitiva con el entorno; y de esta manera, como estas actividades pueden llegar a 

modificarlo.  En ocasiones en un afán inútil por compensar los impactos generados (sean 

estos positivos o negativos) y que son en definitiva la consecuencia de cada actuación, nos 

alejamos de la fuente que es la causa - impacto y su realidad, y lo compleja que esta puede 

resultar ser.   

Boisier, S. (2010), menciona: En la sociedad del futuro (que comenzó ayer) la 

producción de bienes y servicios dependerá más y más del conocimiento, un insumo 

intangible y parcialmente subjetivo, esto en un eje temporal se concluye que el crecimiento 

económico será dependiente del conocimiento, algo propio de la sociedad de la información 

primero y de la sociedad del conocimiento después. En la sociedad del futuro el bienestar 

(sin adjetivos redundantes) dependerá más y más de valores, un “insumo” intangible y 

subjetivo puesto esto en un eje temporal se concluye que el desarrollo se inscribirá más y 

más en un contexto axiológico. 

De igual forma, el mismo autor cita un texto de Normandin, Henri-Paul: “Con el 

tiempo, se ha producido una creciente aceptación de que los seres humanos no son 

simplemente agentes económicos en búsqueda racional y unilateral de un mayor consumo de 

bienes y servicios. Los seres humanos también quieren vivir en un entorno físico agradable, 

en armonía social, en lugares tranquilos y seguros y en una comunidad que les permita vivir 

un estilo de vida compatible con sus aspiraciones sociales y culturales. Además, desean 

ejercer su capacidad para hacer opciones para ellos e influir en las opciones de su 

comunidad”.  

En este contexto, se perciben enormes diferencias entre las realidades locales y los 

instrumentos de planificación; lo que hace necesarios proyectos que construyan una nueva 

visión de país. Estableciendo canales de diálogo y construcción colectiva que trasciendan la 

idea de descentralización a la construcción de región con identificación de particularidades. 

Tal como retoma   Echeverry de Farrell et al.,1995:5, el “Proyecto de Territorio”, es 

un “proceso destinado a hacer adquirir a los agentes locales y a las instituciones cuatro 

capacidades: la capacidad de valorizar su entorno, de actuar juntos, de crear vínculos entre 

sectores de tal modo que se mantenga in situ el máximo de valor añadido, y, por último, de 

establecer relaciones con otros territorios y con el resto del mundo” (El subrayado es propio). 
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Mazurek, H. 2012, en la cátedra Espacio – Territorio, Fundamentos del desarrollo 

territorial, hace referencia a:  

Territorio = sistema de actores 

El Territorio es la base geográfica de la existencia social (R. Brunet) 

 No hay territorio sin Espacio, pero si hay espacios sin territorios. 

 El territorio se define independientemente de los límites. 

 Los límites no definen un territorio. 

Desde la realidad y lo que se genera con proyectos de gran impacto, no es posible 

pretender llegar con “verdades absolutas a los territorios”. El conocimiento en sí mismo debe 

enseñar que son muy valiosas las construcciones locales frente a un desafío específico y lo 

que realmente puede considerarse frente a la modificación de toda una dinámica local. Es así 

que el respeto y el reconocimiento cobran valor, como eje estructurante para la construcción 

y transformación de la actual sociedad.  

Es así como los impactos socioeconómicos, deben verse de una forma holística, 

reconociendo que al verse afectado este ámbito en la vida de una persona, se afectara su 

entorno y habrán consecuencias en otros niveles; a nivel global ya teniendo en cuenta lo 

referente a interacciones entre los territorios, afectaciones económicas y competitividad, 

Zuluaga (2010), hace especial énfasis en los beneficios de la inversión en infraestructura del 

transporte para el impulso del desarrollo de las regiones; su estudio plantea cómo los 

territorios a través de la implementación de programas de inversión regional pueden reducir 

los costos de transporte entre sus centros de producción y los centros urbanos, generando 

movilidad de bienes, servicios, capital, tecnología e información, produciéndose así una 

distribución más igualitaria en el crecimiento económico . En este sentido, para el autor, la 

movilidad de los factores y acceso a los mercados a nivel local, permite que se genere un 

desarrollo integral de los contextos, no solo vía productividad, implícita en el acceso a los 

mercados a menores costos, sino también por el camino del desarrollo social, pues se generan 

encadenamientos que vinculan aspectos de tipo laboral, dada una mayor movilidad en el 

sector, producto de una mayor demanda, generando así, retornos de la inversión tanto para el 

sector privado, como para la sociedad más pobre o vulnerable 
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Marco Jurídico 

Resolución 545 del 2008. 

“Teniendo en cuenta que el artículo de la constitución política de 1991 define a 

Colombia como un Estado Social de Derecho, democrático participativo y pluralista, 

fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y en la solidaridad de las 

personas que la integran y la prevalencia del interés general” (Constitución Política 

de Colombia, 1991, art 1  

En la década de los 90 el Estado Colombiano sufre transformaciones sociales, 

económicas y culturales, gracias al surgimiento de una nueva constitución, además de la 

implementación de políticas neoliberales que traerían consigo el surgimiento de nuevas 

políticas públicas como la de infraestructura que le apostaba a renovar los sistemas de 

transporte con el fin de crear impactos socioeconómicos significativos en todo el territorio 

colombiano. En este sentido, se buscó renovar la prestación de estos servicios a través de 

alianzas público - privadas con el fin de construir un país competitivo que tenga la capacidad 

de realizar megaproyectos que estén en el marco de los planes de desarrollo nacional en pro 

del crecimiento eficiente y estratégico del país. (Córdoba Pumalpa , 2017) 

No obstante, en el año 2010 se implementa el Plan Maestro de Infraestructura 2010 – 

2032 que propició la ejecución de una red de infraestructura vial que buscaba ser competitiva 

y conectar a todas las regiones del país, dándole prioridad a los proyectos que mayor impacto 

económico generaran. Sin embargo, para llevar a cabo este tipo de proyectos fue necesario 

crear normas como reglas de juego para que la estructura institucional funcionara a favor del 

desarrollo socioeconómico del país. En este sentido, se crearon leyes y dinámicas políticas y 

administrativas que funcionarían bajo un marco institucional y teniendo como base la 

Constitución Política de Colombia de 1991. (Córdoba Pumalpa , 2017) 

Además, en la política pública de transporte se propuso un marco normativo que 

tuviese en cuenta los impactos generados, puesto que el crecimiento de la infraestructura vial 

también contempla la afectación tanto de la población que habita el territorio a intervenir, 

como al presupuesto estatal. Por esta razón se crean normas que mitiguen efectos lesivos y 

traumáticos para la población colombiana y que cuiden el patrimonio. Esta misma función 

cumplen las Asociaciones Público Privadas, pues aparecen para apoyar al cumplimiento de 

la política de infraestructura y promoción del capital privado. 
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Para el presente estudio de caso, se tomó la resolución 545 de 2008 expedida por el 

Instituto Nacional de Concesiones INCO, ahora Agencia Nacional de Infraestructura ANI. 

Por medio de la presente resolución, se definen los instrumentos y criterios de gestión social 

aplicables a proyectos de infraestructura desarrollados por el Instituto Nacional de 

Concesiones”. Así las cosas, nos basamos específicamente en el artículo N°16 que contempla 

los factores de apoyo para el restablecimiento de medios económicos, el cual permitió hacer 

el análisis de los impactos socioeconómicos generados a la población de estudio del presente 

trabajo de investigación. 

La resolución 545 del 2008 tiene como eje central la Constitución Política 

Colombiana, enalteciendo la premisa que existe una prioridad del bien común ante el bien 

particular. Esta norma contiene instrumentos de gestión social que buscan garantizar un 

tratamiento equitativo para las comunidades y unidades sociales que se presenten en los 

territorios a intervenir. Por tal razón tomamos los conceptos más importantes definidos por 

la resolución 545 del 2008 y trabajamos con ellos a lo largo de la investigación.  

Proyecto. Entiéndase como la obra de infraestructura de transporte, ejecutada en 

desarrollo de un contrato suscrito para el efecto con participación de capital privado, bajo 

vigilancia y control del Instituto Nacional de Concesiones. 

Inmueble o predio. Entiéndase como la unidad física constituida por terreno y/o 

mejoras. Cuando no se detente la propiedad sobre el terreno, entiéndase la noción de 

inmueble limitada a las mejoras adheridas a este 

Unidades Sociales. Entiéndase por Unidad Social, las personas que guardan una 

relación de dependencia legal, física o económica con relación a un inmueble, las cuales 

pueden ser o no susceptibles de reconocimientos de compensación socioeconómica, de 

acuerdo con las condiciones establecidas en la presente resolución. 

Unidad Social Productiva. Corresponde a la persona natural o jurídica que 

desarrolla de manera permanente actividades productivas, entendidas como aquellas 

relacionadas con la producción y/o comercialización de bienes y servicios generadores de 

ingresos, dentro de un inmueble específico, contando con una infraestructura mínima para 

su funcionamiento, como equipos o estanterías.  
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Impacto socioeconómico. Corresponde a la alteración en las condiciones de vida de 

las unidades sociales que detenten derechos reales, residen o desarrollan sus actividades 

productivas en un inmueble, por causa de la ejecución del proyecto. 

Factores de Compensación Socioeconómica. También denominados Factores 

Sociales, corresponden a los Reconocimientos Socioeconómicos con destinación específica, 

que se otorgan a unidades sociales para mitigar los impactos socioeconómicos, cuando se 

cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la presente resolución. 

La norma contiene instrumentos GCSP-F que permiten la recolección de información 

y a su vez estos generan un diagnóstico socioeconómico que determina el factor de 

compensación socioeconómica a lugar, con el fin de mitigar los impactos generados en la 

comunidad. En este estudio de caso nos centraremos en lo impactos socioeconómicos. Sin 

embargo, la resolución contiene condiciones que facilitan o niegan la entrega de las 

compensaciones que se definen en salarios mínimos y no son vitalicias, condiciones como 

las de haber desocupado su predio o inmueble para que el dinero pueda ser desembolsado. 

La resolución contempla los formatos que se diligencian ante la unidad social identificada, 

los parámetros para el diagnóstico socioeconómico, además de instrucciones precisas sobre 

los registros fotográficos y anexos que facilitará el responsable de la unidad social; el 

responsable de obtener, guardar y analizar es el o la profesional encargado/a de levantar la 

ficha social.  

Ahora bien, para el reconocimiento Factor de Apoyo para Restablecimiento de 

Medios Económicos es importante tener en cuenta que se podrán reconocer por medio de la 

resolución solo sí se identifica una unidad social productiva la cual suspenderá sus 

actividades económicas temporal o definitivamente y como resultado genere una 

disminución de ingresos.  

Según el artículo 16 de la resolución 545 del 2008, se podrá reconocer como Unidad 

Social Productiva, si contiene una serie de requisitos y documentos que permitan determinar 

la condición de formalidad de la actividad, además de un balance y estado de resultados que 

den cuenta las utilidades mensuales de la actividad, con el fin de compensar por seis (6) 

meses si la actividad terminará definitivamente y tres (3) meses en caso de ser temporal.  

Sin embargo, la resolución también considera actividades que no cuentan con todos 

los documentos que exige la norma y las denomina actividades productivas informales. Estas 
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actividades no están registradas ante cámara de comercio y tampoco disponen de documentos 

contables que les permita identificar claramente sus utilidades. En este sentido, la 

compensación para estas actividades será diferente, puesto que si la actividad se termina 

definitivamente habrá una compensación de seis (6) salarios mínimos mensuales legales 

vigentes y si la terminación es temporal serán tres (3) salarios mínimos.  

Es importante señalar que los predios que entren en proceso de expropiación y cuya 

negociación se realice directamente en un juzgado, perderán los beneficios económicos que 

contempla la resolución 545 del 2008, sin embargo, podrán incluirse (salvo restablecimiento 

de vivienda), como parte del valor del avalúo como un acto administrativo de indemnización.  

Resultados 

Categorías Síntesis de la Categoría Triangulacion 

Impactos 

socioeconómicos 

De acuerdo a lo manifestado 

por los participantes, los impactos 

socioeconomicos, se evidencian en 

diferentes niveles, en primer lugar, se 

contempla una desinformación, con 

respecto a los diferentes procesos para 

la compra de sus predios, por lo cual se 

presentó una insatisfacción con 

respecto al pago que recibieron de 

acuerdo a su realidad, teniendo en 

cuenta que son las familias quienes 

conocían sus actividades, su verdadera 

ganancia y sus dinámicas de trabajo. 

Por otra parte, al ser algo con 

poco tiempo, las posibilidades de 

acción de las familias se limitaron, 

entrado en un proceso de aceptación 

rápido y adaptándose a las 

posibilidades que les dejaba el poco 

tiempo; al ser este tipo de actividades, 

trabajos  que necesitan un espacio 

Permitir que un proyecto de 

cualquier índole llegue a buen término, 

implica una acción planificada desde el 

inicio, siendo la inserción a la 

comunidad y el diagnóstico inicial las 

herramientas que permiten tener claros 

todos los aspectos a tener en cuenta, 

hasta el final de la ejecución; dentro de 

esos procesos, hacer un estudio 

profundo con respecto a la realidad de 

la población, facilita que los resultados 

sean satisfactorios para todos los 

implicados y que durante el desarrollo  

de los procesos, no se presente acción 

con daño, esto de acuerdo con el autor 

Bosier (2010), quien identifica a nivel 

más global, que en la dinámica en la 

cual Colombia está inmersa, se 

evidencia el desarrollo de modelos, en 

su mayoría aplicados en otros países, 

que no poseen el mismo enfoque 
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amplio para su ejecución, se evidenció 

que los lugares que consiguieron 

después, no eran acordes a su ejercicio, 

por lo cual este se vio limitado, 

llevando a las familias a conseguir 

otros medios para subsistir, actividades 

a las que no estaban acostumbrados. 

Así mismo, en los 

participantes, se identificó una 

insatisfacción, en el acompañamiento, 

debido a que contemplan que la entidad 

no solo debió darles dinero por su lugar 

de trabajo, sino una capacitación que 

les permitiera una actualización en su 

actividad  económica, lo cual facilitaría 

retomarla, también formación en otras 

actividades productivas inherentes al 

área rural y un seguimiento integral de 

las familias debido a que no solo 

perdieron su trabajo, sino su lugar de 

vivienda hacia el cual tenían y sentían 

un arraigo. 

Otra percepción, de los 

participantes, en concordancia con las 

anteriores se refiere a que la entidad 

encargada, no se fijó en sus 

necesidades, sino que se centraron en 

comprar los predios para cumplir los 

objetivos del proyecto dejando de lado 

la visión holística de las comunidades. 

diferencial de nuestro territorio y no de 

procesos, esto en un intento de 

aumentar la producción de bienes y 

servicios, generando una serie de 

impactos y pérdidas muchas veces 

intangibles, que no son contemplados 

desde su inicio o en todo contexto, 

desprendiéndose de los objetivos 

ligados al impacto social y aferrándose 

solo a la competitividad global.  

La visión anterior, se ha venido 

trabajando, hace algunas décadas, 

donde el autor Richardson (1973), 

afirma que la prioridad, en la ejecución 

de proyectos de infraestructura, debe 

centrarse en alcanzar puntos 

estratégicos de ubicación que tengan un 

impacto eficiente en los beneficios de 

los productores, permitiendo la 

obtención de materias primas y mano 

de obra, desde la misma comunidad, 

facilitando la comunicación entre los 

diferentes sectores productivos y 

mejorando la calidad de vida de las 

personas; generando menores costos, 

reflejados en precios bajos y en un 

sistema de transporte eficiente y 

rentable, que permita distribuir 

insumos y bienes manufacturados hacia 

los mercados donde hay demanda, 

generando así no solo satisfacción, sino 
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también nuevas oportunidades para la 

región y sus pobladores. 

Desde el ejercicio realizado en 

campo, si se remite a aspectos más 

particulares, encontrados en las 

vivencias y opiniones de los 

participantes, cuando se ejecuta un 

proyecto que conlleva que las familias 

del territorio, deban cambiar su 

actividad económica, es decir 

incorporar otros aprendizajes y 

enriquecer el proceso experiencial, se 

tiene como resultado la generación de 

una brecha en el ingreso económico de 

las familias, llevándolas a diferentes 

situaciones de índole económico, que a 

su vez puede desencadenar  otro tipo de 

dinámicas en sus entornos, de acuerdo 

con la teoría, el autor Bosier (2010), 

manifiesta que en la actualidad el 

modelo de desarrollo esta netamente 

fijado en ser competitivos en la 

actividad o proyecto que se va a 

ejecutar, dejando por fuera la realidad 

de los contextos ya que cada uno 

dependiendo de sus particularidades ya 

ha establecido una relación con su 

ecosistema y lugar de vida, por lo cual 

la brecha económica puede supeditar 

problemas en todos los aspectos de una 

familia o persona. 
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En ese orden de ideas, desde los 

entrevistados, surgió la idea de una 

capacitación y formación posterior a la 

implementación del proyecto que les 

permita retomar su actividad 

económica de manera eficiente esto es 

acorde con lo planteado por el autor 

Bosier (2010), quien concluye que el 

crecimiento económico será 

dependiente del conocimiento, 

enfatizando que si bien la experiencia 

es importante y hace parte del ejercicio 

empírico de una u otra profesión, la 

actualización y formación de nuevos 

conocimientos, permitirá apertura a 

nuevas visiones de mercado, nuevos 

productos y así mismo nuevos 

mercados; fomentando un crecimiento 

integral de los contextos que incluyen 

en primera medida, lo económico y 

social, además los oficios observados 

en el ejercicio al ser propiamente una 

tradición familiar, cada vez al pasar de 

generación en generación ira 

incrementando su capacidad de 

producción y factores como el cambio 

de predio o lugar de trabajo impactara 

en poca medida a las familias. 

De manera conexa con lo antes 

señalado, el autor Álvarez, (2015), 

afirma que el sector agrícola es en 

países de América Latina, el 
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responsable de más del 70% de la 

alimentación de los territorios, por lo 

cual en ese orden de ideas, se hace 

explicita la necesidad de apuntar a que 

los productores que trabajan con las 

especies referidas en el presente trabajo 

de grado, cuando vayan a ser parte de 

un proyecto de infraestructura vial, 

como el de Rumichaca – Pasto, se vean 

acompañados de forma constante ya 

que los efectos colaterales de su 

afectación pueden impactar en 

poblaciones, incluso alejadas de su 

punto de producción.  

Medios de vida Teniendo en cuenta lo 

manifestado por los entrevistados, dan 

a conocer que debido al proyecto se 

cambiaron sus medios de vida (de 

diferente manera y de acuerdo a sus 

particularidades). Relatan que antes 

disponían de espacios más amplios 

para la crianza de sus animales y para 

sus cultivos y que con el desarrollo de 

la obra, se ve limitado o muy difícil 

retomar sus actividades.  

Dan a conocer además que los 

recursos que provenían de la crianza de 

especies menores, era una fuente de 

ingresos, la cual en algunos casos se 

incrementaba debido a fiestas como 

primeras comuniones, entre otros. No 

se da a conocer relación del monto de 

Conforme a los referentes 

conceptuales, el diario de campo y los 

resultados obtenidos, efectivamente 

podemos inferir que lo expresado por 

las personas entrevistadas, se 

relacionan directa y expresamente a lo 

que se considera como medios de vida. 

Al hacer relación con lo señalado por 

Catie (2011) ambos indican las 

aptitudes, los talentos, su espacio 

natural y social, lo que requieren y los 

resultados que son parte de lo que para 

los habitantes se constituye en la 

calidad de vida y su bienestar.  

Bienestar que es asociado a la 

propiedad y lo que reconocen como 

suyo.  
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recursos que percibían por sus 

actividades, no obstante, las reconocen 

como un medio que les permitía 

solventar sus necesidades. 

Indican además que jóvenes 

han tenido que dedicarse a actividades 

de construcción, ya sea de manera 

externa o sus lugares de origen para 

pagar deudas y ayudar en los gastos de 

la familia, así las cosas, cambiando sus 

dinámicas laborales.  

Entre otra percepción de los 

entrevistados, se encuentra que el 

monto que recibieron fue poco y que el 

mismo les ha servido para solventar 

especialmente pago de arriendo y un 

bajo porcentaje en alimentación. 

Sienten que no recibieron 

acompañamiento sobre en qué o cómo 

invertir ese dinero que recibieron. Se 

perciben desmotivados e inseguros 

sobre su futuro. Algunos resaltan sus 

fortalezas en ciertas actividades que 

quizás les permitirá generar una nueva 

fuente de ingresos.  

Se resalta finalmente su 

preocupación porque el proyecto no 

tuvo en cuenta las actividades 

asociadas a cultivos, pese a que de estas 

también percibían ingresos; solamente 

a pagar por los que tenían especies 

menores sin tener en cuenta todo lo que 

Los participantes, señalan 

dentro de sus medios de vida, la 

relación con las especies menores, 

algunos con cultivos y el quehacer de la 

familia; esto es lo que se denomina 

como huertos caseros por Méndez, Lok 

y Somarriba (1996), pues incluyen 

diversas combinaciones de especies 

animales y vegetales. Así mismo lo que 

refiere Nair (1993), como “una 

asociación íntima de árboles o arbustos 

de uso múltiple, con cultivos y 

animales en las parcelas de hogares 

individuales. El sistema es manejado 

con mano de obra familiar. 

 Así las cosas, y tal como lo 

señaló Imbach (2012), no se trata de un 

mero mecanismo de generación de 

ingresos y una simple forma de 

producir dinero; más bien se trata de lo 

que se constituye en su realidad, sus 

sueños y lo que para ellos ha 

representado una fuerte transformación 

de la misma.  La percepción de lo que 

los entrevistados manifiestan, relaciona 

holísticamente aspectos naturales, 

ambientales, sociales, económicos y su 

sentir, lo que en sí se constituye en lo 

que representa los medios de vida.  

Los participantes describen 

estos medios a través de diferentes 

escalas, algunas referencian situaciones 
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estaba asociado a sus actividades, sus 

sueños, perspectivas, la familia, la 

propiedad y lo que construyeron 

alrededor de sus medios de vida.   

 

personales otras familiares, sus roles 

como hombres y mujeres en un mismo 

territorio, la temporalidad de lo que 

eran y lo que son.  Esta relación 

presentada por los entrevistados es lo 

que Rivas (2013), señala como los 

medios de vida y su descripción desde 

escalas múltiples. En este contexto, 

efectivamente la relación del marco 

conceptual con lo recolectado en el 

diario de campo, se relaciona 

directamente.   

Lo que están haciendo y 

deberán hacer para reconstruir “sus 

vidas”. Presentan al proyecto como un 

actor externo que influyó en su forma 

de vida, en todos los casos lo 

referencian de una forma negativa, 

cortoplacista y alejada a lo que para 

ellos era su realidad. 

Con nostalgia resaltan que 

estaban mejor antes de la intervención 

de la obra y que las condiciones 

biofísicas y socioeconómicas actuales, 

han generado que su forma de vida 

cambie. En este contexto se han 

transgredido dinámicas de la población 

arraigadas y que los identificaba como 

comunidades.  Lo expresado, difiere a 

lo que Rivas (2013), referencia que al 

tratarse un cambio en los sistemas de 

producción tradicionales (que forman 
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parte integral de lo que se denomina 

medios de vida), es necesario iniciar 

procesos participativos. 

 Se hace necesario entonces 

repensar como es el abordaje de estas 

obras de la mano con los “sufrientes” o 

“gozantes” de las mismas.  

 

Infraestructura vial De acuerdo a lo manifestado 

por los entrevistados, señalan que están 

en un proceso de construcción de sus 

nuevas viviendas, las reconocen como 

más pequeñas y en algunos casos 

indican son más modernas. Los 

integrantes que forman parte de la 

familia están adelantando esta labor.  

Dan a conocer su percepción 

respecto a lo que les ha implicado 

arrendar mientras construyen o 

adquieren una nueva vivienda; de 

manera especial y que reafirman es que 

no tendrán la posibilidad de continuar 

con la crianza de especies menores 

pues los espacios se han reducido y la 

ubicación en el pueblo dificulta la 

tenencia de estas especies. Sus 

actividades y medios de vida se han 

visto completamente afectados, según 

refieren. 

 Con nostalgia mencionan 

como era su vida antes del desarrollo 

del proyecto. Relacionan que las 

volquetas y el desarrollo de la obra los 

Conforme a los referentes 

conceptuales, el diario de campo y los 

resultados obtenidos en el marco del 

proceso llevado a cabo, podemos 

señalar la relación entre lo que significa 

la infraestructura como estrategia de 

crecimiento y desarrollo para una 

determinada Región.   

Lo anterior es acorde a lo 

expresado por Barajas & Gutiérrez 

(2012); que indica además a la 

infraestructura como el desarrollo y una 

estrategia de crecimiento, pensada 

además en favorecer la competitividad 

económica y satisfacción de 

necesidades de un determinado 

territorio.  

Los entrevistados indican que 

efectivamente no se encuentran en 

desacuerdo con el desarrollo de la obra, 

lo que si representa motivo de 

preocupación son los cambios que han 

sufrido en su forma de vida a raíz de la 

obra.  
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ha afectado, por los tiempos de 

ejecución, entre otros.   

 

Los referentes conceptuales 

presentan nuevamente a Barajas & 

Gutiérrez (2012); que señalan además 

que la inversión de obras públicas no 

siempre lleva conexo el desarrollo y el 

crecimiento de un territorio, pues los 

mismos dependen del contexto en el 

que se desarrollen, y de cómo las 

políticas públicas están dirigidas a una 

realidad y un contexto específico.  Esto 

especialmente, es lo que ha generado la 

incertidumbre en los entrevistados, 

toda vez que señalan que lo que antes 

desarrollaban para garantizar una 

calidad y bienestar, ya con lo recibido 

económicamente por sus viviendas y el 

desarrollo de esta obra no es acorde a su 

forma de vida. 

Así las cosas, el reto entonces, 

es cómo a partir de las Políticas 

Públicas, es posible adelantar obras de 

tal forma que el territorio pueda ser 

concebido de manera holística e 

integral, y que el acompañamiento y 

ejecución de las obras sea participativa, 

y quienes están inmersos puedan hacer 

parte de estas transformaciones en sus 

territorios.  

 

Normatividad De acuerdo con lo identificado 

en campo y lo manifestado por los 

participantes, se evidenció un 

desconocimiento absoluto de la 

Es importante resaltar que, para 

este estudio de caso, se tomó como 

referencia la Resolución 545 de 2008, 

la cual contempla instrumentos de 
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normatividad vigente mediante la cual 

se lleva a cabo el proyecto de 

infraestructura vial, sobre todo de la 

resolución 545 del 2008, que compensa 

directamente los comerciantes de 

especies menores. Si bien, se identifica 

mediante el dialogo con los 

participantes el pronunciamiento de la 

palabra “leyes”, no nombraron con 

precisión artículos, resoluciones o 

leyes en específico a las que hayan 

acudido en algún momento de la 

adquisición predial.  

Así mismo, de acuerdo lo 

manifestado por los participantes y lo 

evidenciado en las visitas, no hubo una 

socialización clara o uso de términos 

que les permitieran comprenden bajo 

que premisas se realizaría la 

intervención, tampoco se realizó la 

entrega de material o se usaron 

estrategias para que la información 

sobre la norma a aplicar se recordara 

con facilidad, teniendo en cuenta que 

era el primer encuentro de la 

comunidad con un proyecto de tal 

magnitud.  

Dado que fue un equipo 

interdisciplinario el que se acercó a los 

participantes para la compra del predio, 

se denota inconformidad sobre la 

información e intervención recibida, 

gestión social que busca garantizar un 

trato equitativo para las comunidades 

intervenidas.  

La resolución contiene 

formatos que son los instrumentos para 

recolectar la información de la 

comunidad. Estos formatos fueron 

mencionados varias veces por los 

participantes, sin embargo, 

manifestaron no tener conocimiento 

sobre el objetivo de los mismos, 

simplemente expresaron haberlos 

firmado “Nosotros de esas leyes no 

sabemos nada, nunca nos explicaron, 

vienen a hacer firmar papeles y ya, por 

eso nos da miedo cualquier cosa que 

tenga que ver con preguntas de la vía, 

además no hay ayudas adicionales ni 

nada, de ustedes no es la culpa, pero 

entiendan”.  

Si bien estos documentos son 

instrumentos para la recolección de la 

información y punto de partida para el 

análisis que conllevó a la 

compensación, en varias ocasiones se 

manifiestó no saber que se firmó, sea 

por desconocimiento a lo que se están 

enfrentando o por que el profesional 

omite o no entrega la información de 

manera clara a la comunidad cuando 

hay socializaciones o visitas 

domiciliarias.  
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pues según lo declarado por los 

participantes, no se evidencia una ruta 

clara para que la comunidad esté 

preparada para cada una de las 

intervenciones.  

Si bien las visitas se realizan de 

acuerdo a las necesidades del proyecto, 

no hay tiempos definidos para que los 

ocupantes de los predios retomen sus 

condiciones socioeconómicas, 

tampoco se evidencia que la norma 

cuyo propósito es mitigar impactos, lo 

haya logrado, puesto que la mayoría de 

las visitas a los participantes se 

realizaron en casas arrendadas por 

parte de la concesionaria y en ninguna 

se había retomado las actividades 

económicas.  

Sin embargo y teniendo en 

cuenta que el proyecto de 

infraestructura vial Rumichaca – Pasto 

beneficiará a la mayoría de población 

nariñense, colombiana y ecuatoriana, 

los participantes demuestran 

inconformidad de su situación en 

particular y hacia la misma norma pues  

se aplica desde la primera visita que les 

fue realizada, sin formas claras 

teniendo como resultado que la 

comunidad se siente desinformada y no 

recompensada. 

Esto generó desconfianza en los 

participantes y pérdida de credibilidad 

en el Estado, y aunque la norma tiene 

como premisa el artículo 1° de la 

Constitución Política de Colombia, en 

el cual se contempla la idea de los 

colombianos como sujetos de derechos, 

el articulo también resalta que el bien 

general prima sobre el particular. En 

este sentido, al ser Rumichaca – Pasto 

un proyecto que beneficiará al país, los 

afectados no manifiestan sentir un 

impacto positivo en su vida y la de sus 

familias, puesto que, aunque recibieron 

las compensaciones, no hubo una guía 

o acompañamiento que permitiera 

empoderar a la comunidad para retomar 

sus condiciones, y los dineros que les 

llegaron los destinaron en otras 

actividades diferentes a los 

contemplados en la resolución.  

Aunque en la política pública 

de transporte se propuso un marco 

normativo que tuviese en cuenta los 

impactos generados, puesto que el 

crecimiento de la infraestructura vial 

también contempla la afectación tanto 

como de la población que habita el 

territorio a intervenir como del 

presupuesto estatal, se queda corta en la 

aplicación  (Córdoba & Pumalpa, 2017) 

y pese a que el propósito de la norma es 
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mitigar impactos, una de las razones 

por las cuales estos no son positivos 

para la comunidad, es que no se tienen 

en cuenta las características 

particulares de cada región, la norma es 

pensada para todo el territorio 

colombiano, diverso en economía, 

clima, fauna y flora, costumbres, entre 

otros. 

Tabla 1. Resultados 
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Conclusiones y Recomendaciones 

A partir de la ejecución de la obra de infraestructura “Doble calzada Rumichaca – Pasto”, 

el análisis realizado con base en el marco legal que fue establecido para “compensar” el impacto 

generado en relación a medios de vida de manera específica, permitiendo que el ejercicio del 

trabajo de grado se vuelva más reflexivo y analítico; conociendo cómo, qué y de qué manera se 

ha interiorizado la obra respecto a los medios de vida en las familias vinculadas a este mega 

proyecto. A partir de una sinopsis conceptual y de reflexión sobre la gestión adelantada por los 

ejecutores y quienes “sienten y viven” esta obra, se identificaron y analizaron aspectos que 

permitieron conocer sobre el desarrollo específico de este proceso. 

Como estudiantes y a partir de un proceso de investigación, fue posible reconocer qué es 

lo que sucede para que se vean impactados los medios de vida de las personas aledañas a la obra 

de infraestructura vial, planteando un análisis de retos y desafíos; y una reflexión analítica acerca 

de la ejecución del proyecto a partir del conocimiento del proceso y las entrevistas realizadas a 

quienes fueron directamente impactados con la ejecución. 

En este contexto si los procesos de planificación del territorio únicamente se limitan a 

sugerir especificaciones técnicas o modificaciones sobre lo que se va a adelantar, sin previamente 

realizar un ejercicio juicioso respecto a la manera en que se mitigarán los impactos generados; es 

lo que precisamente genera dificultades (algunas que se evidencian de manera directa y otras que 

hacen parte del “sentir” de quienes lo viven). Es por ello, que las dificultades en la 

implementación de proyectos o actividades, son más evidentes debido a que pueden transgredir 

dinámicas poblacionales arraigadas, y medios de vida que determinan e identifican a las 

comunidades y por tal razón no pueden ser modificados apresuradamente. 

Es entonces, que el impacto de lo que hoy se considera “desarrollo” reconfigura la forma 

de ver, pensar y proponer los territorios. El modelo actual define el conjunto de relaciones del 

hombre con la naturaleza; sin valorar “el todo”; es decir lo que lo compone y su integralidad, y 

que incluye: lo social, cultural, económico, lo que es vivo y lo que no, lo tangible y lo intangible.  

Es en ello en lo que precisamente se debe repensar el territorio de la mano con el desarrollo de 

obras de infraestructura.  

Es necesario formar y reformar capacidades que reconocen que la acción deber ser 

directa, práctica y por qué no, repensar los actuales modelos de intervención desde otras lógicas. 

La clave ser autores portadores de intervenciones que generen cambios, con capacidad real para 

influir en el medio o el ambiente en el que se desarrollen los distintos proyectos.  

 

31 



 
 

Bibliografía 

Alba, C & Gonzales, A. (2006). Infraestructura vial en Colombia: un análisis económico 

como aporte al desarrollo de las regiones 1994 – 2004. 

Altieri, N. &Nicholls, C. (2000). Agroecology: thescience of sustainable agriculture. 

Colorado, USA, Westvie Press. 

Álvarez, C. (2015). La tierra en los acuerdos de La Habana. Universidad Nacional de 

Colombia. Periódico, volumen 195. 

Álzate, B. P. (2016). Proyectos de Infraestructura Vial e Integración Territorial – Las vías 

4G en las subregiones escenarios del post – conflicto en Antioquia. Bitácora, volumen 

26, 79-86. Universidad Nacional de Colombia. 

Ángel, D. (2011). La hermenéutica y los métodos de investigación en ciencias sociales. 

Grupo de investigación Ética y Política. Universidad Autónoma de Manizales. 

Badilla, L. (2006). Fundamentos del paradigma cualitativo en la investigación educativa. 

Revista de ciencias del ejercicio y salud, volumen 1. Universidad de Costa Rica. 

Barajas, H., & Gutiérrez, L. (2012). La importancia de la infraestructura física en el 

crecimiento económico. Estudios Fronterizos, 57-87. 

Baron, L & Gomez, R. (2012). De la infraestructura a la apropiación social: panorama sobre 

las políticas de las tecnologías de información y comunicación (TIC) en Colombia. 

Universidad de Washington. Estados Unidos. 

Benavides, J. (2010). Contratación pública y debilidad institucional en infraestructura en 

Colombia. Facultad de Administración. Universidad de los Andes. Bogotá.  

Boisier, S. (2010). Catedra: Las políticas territoriales como marco para el desarrollo local. 

Epistemología y axiología del conocimiento y de la gestión territorial. 

Brioso, M. (2001). Los proyectos de desarrollo comunitario: estrategias para la 

democratización de EPA. Revista Notas, volumen 15. Consejería educación 

comunidad de Madrid. 

Capello, R. (2006). La Economía Regional tras cincuenta años: Desarrollos teóricos recientes 

y desafíos futuros. Investigaciones Regionales 169-192. 

Catie, I. (2011). El enfoque de medios de Vida Sostenibles. 27 p. 

32 



 
 

Consejo Nacional de Política Económica y Social – CONPES. (2014). Lineamientos de 

Política para el desarrollo de proyectos de interés nacional y estratégicos – PINES. 

Bogotá. 

Departamento Nacional de Planeación – DNP. (2015). Utilización del esquema de 

Asociaciones Público – Privadas para la ejecución de proyectos que involucren el 

diseño, la construcción, rehabilitación, mejoramiento y/o equipamiento, así como la 

operación y mantenimiento de infraestructura educativa. 

Echavarren, J. (2007). Aspectos Socioeconómicos de la Evaluación De Impacto Ambiental. 

Revista Internacional de Sociología, 99-116. 

Echeverri, A; Rodríguez, A & Sepúlveda, S. (2003). Competitividad territorial, elementos 

para la discusión.  

Escobar, J & Bonilla, F. (2011). Grupos focales: Una guía conceptual y metodológica. 

Cuadernos hispanos de psicología, volumen 9. 51-67. 

Imbach, A. (2012). Plan de Gestión de la Cuenca del Río Coapa, Chiapas, México Chiapas. 

Grupo interinstitucional Cuencas Costeras de Chiapas, Mexico, 119. 

Lok, R. (1994). Conclusiones y recomendaciones del estudio de caso I en el Camalore, 

Copán,Honduras. Proyecto Huertos Caseros, CATIE/CIID. Informe Interno. 

Mazurek, H. (2012). Catedra: Espacio – Territorio Fundamentos del desarrollo territorial. 

Manizales. Colombia.  

Méndez. E.; Lok, R. & Somarriba, E. (1996). Análisis agroecológico de huertos caseros 

tradicionales en Nicaragua. Agroforestería en las Américas (Costa Rica). Pp 11-12: 

36-40. 

Nair, P. (1993). An introduction to agroforestry. Dordrecht, Países bajos,Kluwer Academic 

Publishers. Pp. 85-97 

Niñez. (1990). Garden production in Tropical America. In: Landuer K. y BRazil M.(eds), 

Tropical home gardens. Tokyo, Japon, United Nations University. Pp. 186-192 

Normandin, H. (1997). International Cooperation on Government: from Principles Politics 

to Development Pragmatism. 

Pesci,, R. & et al  (2007),; Proyectar la Sustentabilidad. Enfoque y metodología de FLACAM 

para proyectos de sustentabilidad. 



 
 

Peralta, M & et al. (2019). Sistema de gestión de infraestructuras críticas en centros urbanos 

y áreas de desarrollo. Facultad de Ingeniería Civil. Universidad Tecnológica de 

Panamá.  

Ramírez, A. (2015). Inversión en Infraestructura Vial y su impacto en el desarrollo 

económico: un análisis al caso Colombia. Universidad Nacional de Colombia. 

Medellín. 

Ramírez, L & et, al. (2004). Paradigmas y modelos de investigación, guía didáctica y modulo. 

Fundación Universitaria Luis Amigo. 

Richardson, Harry (1973) Economía Regional: Teoría de la Localización: estructuras urbanas 

y crecimiento regional, Vicens-vives Barcelona, España. 

Rincón, M. (2016). Conflictos Territoriales y Proyectos de Infraestructura Vial. Bitácora, 

volumen 26. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá. 

Vargas, N. (2006). Reseña de la gestión pública en las concesiones viales de Colombia y su 

impacto económico. Escuela Superior de Administración Publica. Bogotá. 

Villamil, O. (2003). Investigación cualitativa, como una propuesta metodológica para el 

abordaje de investigación de terapia ocupacional en comunidad. Umbral científico, 

volumen 2. 


